Orden del día de la Undécima Sesión del Segundo Período Ordinario de Sesiones, correspondiente al Primer Año de Ejercicio Constitucional de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado.

28 de Noviembre de 2006.

Presidente: Dip. José Luis Alcalá de la Peña.

7.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de un dictamen presentado por la Comisión Plural del Congreso del Estado, para la designación de dos consejeros propietarios del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Coahuila.

9.- Primera lectura de un dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a la iniciativa de reforma a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, mediante la cual se deroga el inciso d), de la sección 3, de la Fracción VII del Artículo 7, planteada por el Ejecutivo del Estado.
10.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de dictámenes en cartera:

A.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, relativo a la iniciativa de reforma a la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Julieta López Fuentes y los Diputados Leocadio Hernández Torres y Demetrio Antonio Zúñiga Sánchez, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional.

B.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, relativo a la iniciativa para adicionar la Fracción XX del Artículo 84 de la Constitución Política del Estado, propuesta por los Diputados José Antonio Jacinto Pacheco, Luis A. Mendoza Balderas y la Diputada Silvia Guadalupe Garza Galván, del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada” del Partido Acción Nacional.

C.-
Dictamen presentado por las Comisiones Unidas del Agua y de Salud, relativo a la proposición con punto de acuerdo, sobre “La disminución de los niveles del agua en los pozos de La Laguna y la contaminación por altos niveles de arsénico en el agua potable de esta región”, presentada por el Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México.

D.-
Dictamen presentado por la Comisión para el Desarrollo de la Juventud y del Deporte, relativo a la proposición con punto de acuerdo sobre “Intervención de la Comisión para el Desarrollo de la Juventud y el Deporte, con relación a una queja en contra del Presidente de la Asociación de Futbol del Estado de Coahuila, presentada por los Diputados Alfredo Garza Castillo y Jorge Alberto Guajardo Garza, del Grupo Parlamentario “Ignacio Zaragoza” del Partido Unidad Democrática de Coahuila.

DICTAMEN de la Comisión Plural encargada de recibir las propuestas, formular y presentar un dictamen ante el Pleno del H. Congreso, para la designación de dos consejeros electorales propietarios que deben incorporarse al Consejo General del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila, a partir del 1 de diciembre de 2006.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que según lo establecido en el articulo primero del Decreto numero 187, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, número 97, de fecha 04 de diciembre de 2001, dos de los actuales Consejeros Electorales Propietarios del Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciudadana del Estado, concluirán sus funciones el 30 de noviembre del presente año. 

SEGUNDO. Que en atención de lo señalado en el considerando anterior, y conforme a lo dispuesto en el articulo 34 de la Ley del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila, el Consejo General del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila, mediante el acuerdo numero 58/2006 de fecha 25 de septiembre de 2006, aprobó la convocatoria para la selección de candidatos para sustituir a los  consejeros electorales propietarios que habrán de concluir sus funciones en la fecha antes mencionada, a fin de registrar a ciudadanas y ciudadanos interesados en ser tomados en cuenta para integrar la lista de candidatos a ocupar dichos cargos, la cual se publicó en el Periódico Oficial del gobierno del estado número 78 sección uno de fecha 29 de septiembre de 2006.

TERCERO. Que en base a la convocatoria mencionada, el Instituto Electoral y de Participación Ciudadana llevó a cabo el proceso de registro del día dos de octubre al once de mismo mes. Una vez concluido el proceso de registro, la Comisión de Asuntos Jurídicos del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila, emitió el dictamen que fue aprobado en sesión ordinaria del Consejo General celebrada el dieciséis de octubre del presente, en el que se estableció la lista de candidatos a consejeros electorales del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila que reunieron los requisitos establecidos en el articulo 35 de ley del IEPCC.

CUARTO. Que conforme a lo que dispone el citado articulo 34 de la Ley del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila, se envió al Congreso del Estado la documentación a que se refiere el anterior considerando, para el efecto de que se procediera a la designación de los consejeros electorales propietarios.

QUINTO.  Que en sesión celebrada en 24 de octubre de 2006, se informó al Pleno del Congreso sobre la recepción de la documentación enviada por el Instituto Electoral y de Participación Ciudadana en relación a la convocatoria, disponiéndose que ésta fuera turnada a la Junta de Gobierno para los efectos procedentes. 

SEXTO. Que el Pleno del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, conforme a lo dispuesto en el articulo 64 de la Constitución Política del Estado y en los artículos 88, 97 y 200 de la Ley Orgánica del propio Congreso, expidió el acuerdo en el que se integra la Comisión Plural para la designación de los dos consejeros electorales con fecha 7 de noviembre del presente año.

SÉPTIMO. Que en estricto apego a lo que establece el articulo 34 de la ley del IEPCC, los días 15, 23 y 27 de noviembre se efectuaron las reuniones de trabajo de la Comisión Plural para la designación de los dos consejeros electorales propietarios; en las que se recibieron las propuestas que realizaron los grupos parlamentarios, en atención a la lista aprobada por el Consejo General del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila, mismas que se analizaron y se realizó la votación correspondiente para la designación de los mismos.

OCTAVO. Que después de un exhaustivo análisis de cada uno de los expedientes de los candidatos propuestos por los grupos parlamentarios que integran la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado y, en virtud de la evaluación individualizada que se efectuó, ésta Comisión Plural realiza la propuesta para desempeñar el cargo de consejeros electorales propietarios.

Las designaciones se fundamentan en la capacidad que han mostrado y la  preparación con que cuentan en materia electoral, toda vez que Jesús Alberto Leopoldo Lara Escalante es abogado  egresado de la Universidad Autónoma de Coahuila, notario público titular de la notaria numero 25 del distrito de Saltillo, con amplios conocimientos en la materia, ya que ha participado en diversos diplomados y cursos impartidos por el Instituto Federal Electoral, la FEPADE y el propio Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila. Así mismo, ha desempeñado cargos en el servicio público estatal y municipal. De la misma manera, ha ocupado diversos cargos en el Poder Judicial del Estado de Coahuila. 

Por otro lado, Carlos Alberto Arredondo Sibaja, es ingeniero industrial y de sistemas por la Universidad Autónoma de Coahuila, quien se  ha desempeñado en diversos cargos en el Instituto Federal Electoral como asesor y, posteriormente como coordinador del grupo de asesores de la Consejera Presidenta del Consejo General del IFE en Coahuila; cuenta con amplios conocimientos en materia de registro federal de electores, auditoria y servicio profesional electoral, conocedor de temas de presupuesto, política laboral y planeación estratégica en la materia que nos ocupa. Igualmente, ha colaborado en la administración pública municipal. Cuenta con una amplia experiencia en medios de comunicación puesto que ha fungido como editorialista y director de noticias en distintos noticiarios. 

En virtud de las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, los integrantes de la Comisión Plural resolvieron someter a la consideración y en su caso aprobación del H. Pleno del Congreso el siguiente

DICTAMEN

PRIMERO. Se designa como consejeros electorales propietarios del Consejo General del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila a:

Licenciado Jesús Alberto Leopoldo Lara Escalante

Ingeniero industrial y de sistemas Carlos Alberto Arredondo Sibaja

SEGUNDO. El periodo de funciones de los consejeros electorales propietarios a que se refiere el presente dictamen, iniciará el día 1 de diciembre de 2006 y concluirá el 30 de noviembre de 2013.

TERCERO. Los ciudadanos designados como consejeros electorales propietarios del Consejo General del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila,  antes de tomar posesión de su cargo, deberán rendir la protesta de ley ante el Congreso del Estado.

CUATRO. La designación de los mencionados consejeros electorales propietarios se dará a conocer mediante decreto que debe ser publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Así lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión Plural para la designación de los dos consejeros electorales propietarios del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Coahuila de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, diputado Francisco Saracho Navarro (Coordinador), diputado Román A. Cepeda González, diputado Juan Alejandro de Luna González, diputado Demetrio A. Zúñiga Sánchez, diputado Guadalupe Sergio Reséndiz Boone, diputado José Ignacio Máynez Varela,  diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, diputado Virgilio Maltos Long, diputado Lorenzo Dávila Hernández, diputado Alfredo Garza Castillo, diputado José Refugio Sandoval Rodríguez, diputado Francisco Javier Z Cruz Sánchez y diputado Julián Montoya de la Fuente. Saltillo, Coahuila, a 27 de noviembre de 2006.

COMISIÓN PLURAL PARA LA DESIGNACIÓN DE CONSEJEROS ELECTORALES
	NOMBRE
	VOTO Y FIRMA

	DIP. FRANCISCO SARACHO NAVARRO

COORDINADOR


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. ROMÁN ALBERTO CEPEDA GONZÁLEZ


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. JUAN ALEJANDRO DE LUNA GONZALEZ


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. DEMETRIO ZUÑIGA SÁNCHEZ


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. GUADALUPE SERGIO RESÉNDIZ BOONE


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. JOSÉ IGNACIO MÁYNEZ VARELA


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. JESÚS MANUEL PÉREZ VALENZUELA


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. VIRGILIO MALTOS LONG


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. LORENZO DÁVILA HERNÁNDEZ


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. ALFREDO GARZA CASTILLO


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRÍGUEZ


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. FRANCISCO JAVIER Z CRUZ SÁNCHEZ


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. JULIÁN MONTOYA DE LA FUENTE


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa para derogar el Inciso D ), de la Sección 3, de la fracción VII del artículo 7 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por el C. Gobernador Constitucional del Estado, Profesor Humberto Moreira Valdés; y, 

RESULTANDO

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 22 de Noviembre del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, la Iniciativa a que se ha hecho referencia. 

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales la Iniciativa para derogar el Inciso D ), de la Sección 3, de la fracción VII del artículo 7 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por el C. Gobernador Constitucional del Estado, Profesor Humberto Moreira Valdés; y, 

CONSIDERANDO

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen. 

SEGUNDO.- La Iniciativa para derogar el Inciso D ), de la Sección 3, de la fracción VII del artículo 7 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por el C. Gobernador Constitucional del Estado, Profesor Humberto Moreira Valdés, se basa en las consideraciones siguientes: 

" El patrimonio documental constituye un tesoro cultural para los Coahuilenses. Su conservación es una necesidad imperante para las generaciones presentes y futuras. Contribuir a la conservación del patrimonio documental histórico y actual, es obligación no solo de los que formamos parte de la Administración Pública Estatal, sino es un compromiso que se extiende a todos los ciudadanos, personas físicas y morales, privadas y sociales, involucradas con el quehacer diario de las autoridades. 

El Archivo Histórico del Estado de Coahuila resguarda el acervo más importante de la historia documental y gráfica del Estado. Es pieza fundamental para el desarrollo de la Entidad, al ser base de consulta para estudiantes, maestros, historiadores e investigadores y público en general. Por esto, el Archivo Histórico del Estado de Coahuila debe fortalecerse y pasar de ser un simple depositario de documentos a constituir la fuente principal de la riqueza histórica documental de Coahuila. 

Desde su creación, en 1898, el Archivo, bajo las distintas denominaciones que ha recibido, ha estado bajo la guía y responsabilidad de la Secretaría de Gobierno. Sin embargo, en el 2003 el Congreso del Estado aprobó un paquete de iniciativas en materia de transparencia y acceso a la información pública. Dentro de los documentos aprobados, se encontraban las reformas a la Constitución Local, la Ley de Acceso a la Información Pública, la Ley del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información y la Ley de Archivos Públicos para el Estado de Coahuila. En virtud de esos ordenamientos legales, los recursos humanos, materiales y financieros pasaron a formar parte del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública. 

Sin embargo, la experiencia diaria que presentaba el funcionamiento y manejo de los archivos públicos en el Estado dio la pauta para que el día 29 de Agosto de 2005, el Gobierno del Estado, por conducto de la Secretaría de Gobierno, con la participación de la entonces Secretaría de la Contraloría y Modernización Administrativa, se firmara un Convenio de Colaboración con el Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública con el objeto de establecer las bases para que el primero reasumiera las funciones, atribuciones y obligaciones que en materia de archivos públicos le otorgan al mencionado, entre otros, los Artículos Quinto Transitorio de la Ley del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública y Tercero Transitorio de la Ley de Archivos Públicos. 

Sin embargo, para que todos estos cambios favorables al patrimonio cultural y documental del Estado surtan efectos, es necesario adecuar las disposiciones constitucionales en relación a las facultades de rectoría en materia de documentación pública que actualmente recaen en el Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública. 

Las razones que justifican esta Iniciativa de Reforma a la Constitución Local, además de las de carácter legal, son las prácticas, ya que, se ha demostrado que por eficiencia, calidad en el servicio archivístico, en el manejo, conservación y resguardo de los documentos históricos y de interés público, el Archivo General del Estado de Coahuila, es el órgano idóneo para llevar a cabo esta importante misión. 

Esta etapa del Archivo que hoy comienza, será regida por una nueva Ley de Archivos Públicos para el Estado de Coahuila, ley que contempla la creación formal del Archivo General del Estado como órgano desconcentrado de la Secretaría de Gobierno, con sus funciones y atribuciones perfectamente detalladas y que, satisfacen en su totalidad las necesidades actuales de este rubro de la administración pública, así como las demandas de los usuarios del Archivo. Por otro lado, esta nueva ley considera al Ejecutivo del Estatal, como ente rector en materia de archivos públicos en el Estado, sin perjuicio de las facultades que en materia de acceso a la información pública, le otorgan las disposiciones de la materia al Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública. 

Así pues, en ejercicio de las facultades que me confieren los Artículos 59, fracción II; 82, fracción I, de la Constitución Política del Estado y 16, Apartado A, fracción I de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, y con fundamento en el Artículo 196, fracción I, de la Constitución Política del Estado, se presenta ante esta Honorable Legislatura para su estudio, resolución y aprobación en su caso, la siguiente iniciativa de: DECRETO " 

TERCERO.- Uno de los principales medios para guardar, identificar, comprender y conservar el patrimonio y la memoria documental del Estado, lo constituyen los archivos documentales. 

Los archivos son testigos y guardan memoria del quehacer gubernamental, de la actuación de sus autoridades, de la legalidad de sus actuaciones y, posibilitan el avance en la modernización de procedimientos. 

En efecto, el documento constituye vida humana objetivada en cuanto es el producto de un acto humano, perceptible con los sentidos de la vista y el tacto, que sirve de prueba histórica de un hecho. 

Sentadas las premisas que anteceden, resulta perfectamente comprensible la preocupación para preservar la documentación pública del Estado mediante la creación de instituciones ad hoc, sin perjuicio de las facultades que puedan corresponder al Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, como garante de la materia. 

En esa tesitura, la iniciativa que ahora se estudia y dictamina es muy explícita cuando en la exposición de motivos establece: 

" Sin embargo, la experiencia diaria que presentaba el funcionamiento y manejo de los archivos públicos en el Estado dio la pauta para que el día 29 de Agosto de 2005, el Gobierno del Estado, por conducto de la Secretaría de Gobierno, con la participación de la entonces Secretaría de la Contraloría y Modernización Administrativa, se firmara un Convenio de Colaboración con el Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública con el objeto de establecer las bases para que el primero reasumiera las funciones, atribuciones y obligaciones que en materia de archivos públicos le otorgan al mencionado, entre otros, los Artículos Quinto Transitorio de la Ley del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública y Tercero Transitorio de la Ley de Archivos Públicos." 

Así las cosas, la Iniciativa de mérito, al proponer la derogación del Inciso D ) de la sección 3, de la fracción VIl del artículo 7 de la Constitución Política del Estado, que otorga al Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública la rectoría de la documentación Pública, no hace sino armonizar y adecuar jurídicamente la experiencia cotidiana en relación a las facultades de rectoría en materia de documentación pública, que por virtud de un convenio, fueron reasumidas por la Secretaría de Gobierno y que serán ejercidas por el Archivo General del Estado de Coahuila, a quien corresponderá en lo futuro el manejo, conservación y resguardo de los documentos históricos y de interés público del Estado. 

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente emitir el siguiente 

DICTAMEN

ARTÍCULO ÚNICO.- Se deroga el inciso d), de la sección 3, de la fracción VII del Artículo 7 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue 

Artículo 7°.. . . . . . . . . 

. . . . . . . . . 

. . . . . . . . .

. . . . . . . . .

I a VI . . . . 

VII . . . . . .


1. y 2. . . . . . 


3. . . . . . . . . .



a) al c). . . . . . . .



d) ( Derogado ) 



e) y f) . . . . . . . .


4. . . . . . . . .. 


5. . . . . . . . . 

TRANSITORIOS

PRIMERO.- Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones legales y reglamentarias que se opongan al presente Decreto. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zúñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela, Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 27 de Noviembre de 2006. 

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES
	NOMBRE
	VOTO Y FIRMA

	DIP. FRANCISCO SARACHO NAVARRO

COORDINADOR


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. ROMÁN ALBERTO CEPEDA GONZÁLEZ


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. JUAN ALEJANDRO DE LUNA

GONZÁLEZ


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. DEMETRIO ANTONIO

ZUÑIGA SÁNCHEZ
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. GUADALUPE SERGIO RESÉNDIZ BOONE
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. JOSÉ IGNACIO MÁYNEZ VARELA
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. JESÚS MANUEL PÉREZ VALENZUELA
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. VIRGILIO MALTOS LONG


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. LORENZO DÁVILA

HERNÁNDEZ


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa para reformar diversos preceptos de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por la C. Diputada Julieta López Fuentes y los C. C. Diputados Leocadio Hernández Torres y Demetrio Antonio Zuñiga Sánchez, del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ” del Partido Revolucionario Institucional; y, 

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión ordinaria celebrada por el Pleno del Congreso el día 22 de noviembre del año en curso, se acordó turnar a la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales,  la propuesta a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, la Iniciativa para reformar diversos preceptos de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por la C. Diputada Julieta López Fuentes y los C. C. Diputados Leocadio Hernández Torres y Demetrio Antonio Zuñiga Sánchez, del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ” del Partido Revolucionario Institucional; y, 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- .- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracciones I, 103 fracción I, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.-  La Iniciativa de Decreto para reformar diversos preceptos de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por la C. Diputada Julieta López Fuentes y los C. C. Diputados Leocadio Hernández Torres y Demetrio Antonio Zuñiga Sánchez, del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ” del Partido Revolucionario Institucional,  se basa en las consideraciones siguientes:

La Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, fue publicada en el Periódico Oficial del Estado el martes 24 de abril de 1984. En ese año, era la Dirección General de Contraloría del Estado una de las autoridades encargadas de vigilar la aplicación de esta Ley de Responsabilidades.

Fue en el año de 1993, con motivo de la expedición de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, en el que se eleva a rango de Secretaría y se denomina: Secretaría de la Contraloría, otorgándole entre otras facultades la de llevar el registro y control de las declaraciones patrimoniales de los servidores públicos. Posteriormente, en la reforma del 20 de enero de 1995 a dicha ley orgánica, se le otorgan facultades en materia de modernización y cambia su nombre a: Secretaria de la Contraloría y Modernización Administrativa.

Dicha ley quedó abrogada con la entrada en vigor de la nueva Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, publicada en el Periódico Oficial del Estado el 07 de diciembre de 2005, en la cual la Secretaría de la Contraloría y Modernización Administrativa, cambia su denominación a Secretaria de la Función Pública, conservando las mismas facultades en cuanto a declaraciones patrimoniales se refiere;

Es importante señalar que si bien los artículos transitorios disponen que toda referencia hecha a anteriores dependencias se entienda asignada a las nuevas, es propio en aras de una mejor interpretación de la ley y de una puntual técnica jurídica, adecuar la Ley en mención para que aparezca con claridad la nueva dependencia, ya que en los años ochentas era la Procuraduría General del Estado la encargada de llevar a cabo el registro y control de las declaraciones patrimoniales.

Por lo anterior se plantea la reforma a diversos artículos corrigiendo las referencias para que sean asignadas a la Secretaría de la Función Pública, denominándola órgano estatal de control. Asimismo, se propone actualizar la denominación correcta de la Secretaría de Finanzas, de la Secretaría de Gobierno y de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, ya que en esta ley aparecen con distinta denominación, es por ello que sometemos a consideración de esta Soberanía, el siguiente proyecto de DECRETO:

TERCERO.-  Una de las metas propuestas por esta Legislatura ha sido la actualización y adecuación del marco jurídico del Estado  a fin de que la Ley pueda ser más efectiva en  su aplicación, lo que se traduce en el cumplimiento de uno de los fines del derecho, que es la seguridad jurídica.

En el caso que nos ocupa, efectivamente, la facultad de llevar a cabo el registro y control de las declaraciones patrimoniales de los servidores públicos correspondía a la Procuraduría General de Justicia; atribución que después pasó a la Dirección General de Contraloría del Estado, quien además fue la dependencia encargada de aplicar la Ley de Responsabilidades.

Posteriormente, la Dirección fue elevada al rango de Secretaría y se le denominó Secretaría de la Contraloría, nombre que conservó hasta  1995, fecha en la que se le calificó como Secretaría de la Contraloría y Modernización Administrativa, para ser llamada actualmente Secretaría de la Función Pública.

Así las cosas, la adecuación que la iniciativa propone, por razones de orden y actualización legislativa, resulta pertinente, toda vez que ajustar  el marco jurídico del Estado a las denominaciones vigentes de las diversas dependencias de la Administración Pública, facilita a los ciudadanos la comunicación y trámite de los asuntos que competen a dichas dependencias, lo que se traduce en un gobierno más eficiente y comprometido con la gente.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente someter a la consideración del Pleno el siguiente:

DICTAMEN

ÚNICO.- Se reforman los artículos 3° fracción V, 5° fracción II, 11 párrafo primero, 14 párrafo segundo, 28 último párrafo, 32 párrafo segundo, 42 último párrafo, 43, 46, 52 fracciones XVIII y XIX, 53 párrafos primero y segundo, 54 último párrafo, 60 fracciones III, IV Y VI, 62 fracción II, 63 fracciones III, IV y V y último párrafo, 65, 66, 67 fracciones II, III y IV y último párrafo, 74, 76 último párrafo, 77, 78 último párrafo, 79 párrafo primero, 80 párrafo primero y 85 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTICULO 3o.- Son autoridades competentes para aplicar la presente Ley:

I.- a IV.- ....

V.- La Secretaría de la Función Pública;

VI.- a XI.- ...

ARTICULO 5o.- Para los efectos de esta Ley se entenderá:

I.- ...

II.- Por Órgano Estatal de Control: La Secretaría de la Función Pública;

III.- a VI.- 

ARTICULO 11.- Corresponde al Congreso del Estado, instruir el procedimiento relativo al juicio político en los términos de su Ley Orgánica y la presente Ley.

. . . . . . 

ARTICULO 14.-...

Presentada la denuncia, y ratificada que sea ésta dentro de los tres días naturales de la fecha de su presentación, se turnará con la documentación correspondiente, a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, para que dictamine si la conducta atribuida corresponde a las enumeradas, en el artículo 8o.; y si el inculpado esta comprendido entre los servidores públicos a que se refiere el artículo 6o. de esta Ley; así como si la denuncia es procedente, y por lo tanto amerita la incoación del procedimiento.

. . . . . . 

ARTICULO 28.- ...

. . . . . . 

. . . . . . 

Si la remisión del expediente a que se refiere el primer párrafo de este artículo, tuviere lugar una vez concluido el período ordinario de sesiones del Congreso, la Diputación Permanente convocará a un período extraordinario, para que sea el Congreso en pleno, quien acuerde lo procedente.

ARTICULO 32.- .. . . 

Presentada la denuncia o querella, o requerimiento del Ministerio Público y ratificada que sea esta dentro de los tres días naturales a la fecha de su presentación, el Presidente del Congreso la turnará, por riguroso orden, a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, para que dictamine su procedencia, y si por lo tanto amerita la incoación del procedimiento.

. . . . . . 

. . . . . . 

ARTICULO 42.- ..​

. . . . . . 

. . . . . . 

Si la remisión de la declaración de procedencia tuviere lugar una vez concluido el período ordinario de sesiones del Congreso, la Diputación Permanente convocará a un periodo extraordinario, para que sea el Congreso en pleno quien acuerde lo procedente.

ARTICULO 43.- Tratándose de la presentación de denuncias o querellas o requerimientos del Ministerio Público, por la comisión de delitos, por los servidores públicos a que se refiere el articulo 31 de la presente Ley, una vez concluido el período ordinario de sesiones del Congreso, la Diputación Permanente calificará la importancia o gravedad de los hechos imputados, para determinar si procede convocar al Congreso a un período extraordinario de sesiones, para que sea éste en pleno, quien acuerde lo procedente.

ARTICULO 46.- las declaraciones o resoluciones aprobadas por el Congreso con apego a esta Ley, se comunicarán al propio Servidor Público, al Titular de la Dependencia donde éste preste sus servicios, al Ayuntamiento Municipal respectivo, al Secretario de Finanzas, para su conocimiento y efectos legales, y al Secretario de Gobierno, para su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

ARTICULO 52.- ...

I.- a XVII.- ...

XVIII.- Presentar con oportunidad y veracidad la Declaración de situación patrimonial, ante el órgano estatal de control;

XIX.- Atender con diligencia las instrucciones, requerimientos o resoluciones que reciba del órgano estatal de control o, en su caso, del órgano municipal de control correspondiente, o de los órganos que tengan a su cargo estas funciones, en los Poderes Judicial y Legislativo;

XX.- a XXIII.- ...

. . . . . . 

ARTICULO 53.- Corresponderá a los titulares de las dependencias estatales o municipales, o a los directores o sus equivalentes en las entidades del sector paraestatal y paramunicipal, vigilar el cumplimiento de las obligaciones de los servidores públicos subalternos y, al órgano estatal de control y a los órganos municipales de control, y a los que hagan sus veces en los Poderes Legislativo y Judicial y a los organismos públicos autónomos, vigilar el cumplimiento de las obligaciones a cargo de los titulares de las dependencias.

El titular del órgano estatal de control y los titulares de los órganos municipales de control, responderán, respectivamente, ante el Gobernador y los Ayuntamientos. Los responsables de los órganos equivalentes de los Poderes Judicial, Legislativo y de los organismos públicos autónomos, responderán ante los plenos del Tribunal Superior de Justicia, del Congreso del Estado o del órgano público autónomo, según sea el caso.

ARTICULO 54.- ...

. . . . .  .

El órgano estatal de control o en su caso, los órganos de control municipal, o los de los Poderes Legislativo y Judicial, cuando reciban denuncias o quejas, las turnarán por riguroso orden, a las autoridades competentes para su desahogo procedimental.

ARTICULO 60.- ...

I.- a II.- ...

III.- La destitución del empleo, cargo o comisión de los servidores públicos de base de la administración pública centralizada, se demandará por la Secretaría de Finanzas, a petición de la autoridad que sustancie el procedimiento, y por el órgano de gobierno de la entidad de que se trate, cuando pertenezcan al sector paraestatal de acuerdo con los procedimientos consecuentes con la naturaleza de la relación y en los términos de la legislación aplicable;

IV.- El órgano estatal de control promoverá los procedimientos a que se refieren las fracciones anteriores, en caso de que las autoridades que deban hacerlo sean omisas. Una vez desahogados los trámites correspondientes, el órgano estatal de control exhibirá las constancias respectivas a la Secretaría de Finanzas o al órgano de gobierno de la entidad paraestatal de que se trate, según corresponda;

V.- ...

VI.- Las sanciones económicas se aplicarán por la autoridad que desahogue el procedimiento respectivo, en los términos del Artículo 63 de la presente Ley, cuando no excedan de un monto equivalente a cien veces el salario mínimo diario vigente en la zona económica correspondiente a la capital del Estado, y por el órgano estatal de control cuando excedan de esta cantidad.

ARTICULO 62.- ...

I.- ...

II.- Al concluir la audiencia, o dentro de los quince días hábiles siguientes, se resolverá sobre la existencia o no responsabilidad, imponiéndose al infractor, en su caso, las sanciones administrativas correspondientes o notificándose por escrito dicha resolución, dentro de las 24 horas siguientes, al interesado, al superior jerárquico responsable de la oficina, unidad o área administrativa de su adscripción; al titular de la dependencia o al órgano estatal de control;

ARTICULO 63.-...

I.- a II.- ...

III.- Ante el órgano estatal de control, cuando se trate de quejas o denuncias en contra de los servidores públicos que sean titulares de las dependencias de la administración pública centralizada, a excepción del Secretario de Gobierno;

IV.- Ante el Secretario de Gobierno, cuando se trate de quejas o denuncias en contra del titular del órgano estatal de control;

V.- Ante el titular del Poder Ejecutivo, cuando se trate de quejas o denuncias en contra del Secretario de Gobierno; y

VI.- ...

El órgano estatal de control, se encargará del desahogo del procedimiento cuando las autoridades que sean competentes conforme a lo antes establecido, no lo hagan, exhibiendo a las mismas las constancias respectivas, una vez concluido dicho procedimiento.

ARTICULO 65.- Las resoluciones y acuerdos que tengan lugar durante el procedimiento al que se refiere este capítulo constarán por escrito, y se asentarán en el registro respectivo del órgano estatal de control, mismo que comprenderá las secciones correspondientes a los procedimientos disciplinarios y sanciones impuestas, entre ellas, en todo caso, las de inhabilitación.

ARTICULO 66.- El órgano estatal de control expedirá las constancias respectivas que acrediten la no existencia de registro de inhabilitación, mismas que serán exhibidas por las personas que sean requeridas para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público.

ARTICULO 67.- ...

I.- .....

II.- Ante el órgano estatal de control, cuando el servidor público sancionado sea el responsable de una oficina, unidad o área administrativa de una dependencia centralizada o paraestatal;

III.- Ante el Secretario de Gobierno, cuando el servidor público sancionado tenga el carácter de titular de una dependencia centralizada o paraestatal, a excepción del titular del órgano estatal de control;

IV.- Ante el titular del Poder Ejecutivo, cuando el servidor público sancionado sea el titular del órgano estatal de control;

V.- a VI.- ...

En contra de las resoluciones mediante las cuales se impongan sanciones administrativas al Secretario de Gobierno, no procederá la interposición de recurso alguno.

ARTICULO 74.- Corresponderá al órgano estatal de control, llevar el registro de la situación patrimonial de los servidores públicos de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial del Estado; de los Municipios de la entidad, de los de las entidades Paraestatales y Paramunicipales, de conformidad con esta Ley, y demás ordenamientos legales aplicables.

ARTICULO 76.- La declaración de situación patrimonial deberá presentarse en los siguientes plazos:

I.- a III.- ...

Si transcurrido el plazo a que se refiere la fracción I, no se hubiese presentado la declaración correspondiente sin causa justificada, el órgano estatal de control, señalará un nuevo plazo que no excederá de 90 días para su presentación. Concluido dicho término si no se hubiese presentado la declaración requerida, el órgano estatal de control solicitará a los titulares de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, al Ayuntamiento Municipal respectivo, o al órgano de gobierno de las entidades paraestatales o paramunicipales según sea el caso, que den de baja al servidor público que no haya cumplido con lo dispuesto en este artículo. Lo mismo ocurrirá cuando se omita la declaración contemplada en la fracción III.

ARTICULO 77.- El órgano estatal de control, expedirá las normas y los formatos bajo los cuales el servidor público deberá presentar la declaración de situación patrimonial, así como los manuales e instructivos que indicarán lo que es obligatorio declarar.

ARTICULO 78.- ...

. . . . . . 

Tratándose de bienes muebles, el órgano estatal de control, expedirá los formatos en los que se señalen las características que deba tener la declaración.

ARTICULO 79.- Cuando los signos exteriores de riqueza sean ostensibles y notoriamente superiores a los ingresos lícitos que pudiera tener un servidor público, el órgano estatal de control, podrá ordenar, fundando y motivando su acuerdo, la práctica de visitas de inspección y auditorías. Cuando estos actos requieran orden de autoridad judicial, el órgano estatal de control hará ante ésta la solicitud correspondiente.

ARTICULO 80.- El servidor público a quien se practique visita de inspección o auditoría podrá interponer inconformidad ante el órgano estatal de control, contra los hechos contenidos en las actas, mediante escrito que deberá presentar dentro de los cinco días siguientes a la conclusión de aquellas, en la que se expresará los motivos de inconformidad y ofrecerá las pruebas que considere necesario acompañar o rendir dentro de los treinta días siguientes a la presentación del recurso.

ARTICULO 85.- El órgano estatal de control expedirá declaratoria de que el funcionario sujeto a la investigación respectiva, en los términos de la presente Ley, no justificó la procedencia lícita del incremento sustancial de su patrimonio de los bienes adquiridos o de aquellos sobre los que se conduzca como dueño, durante el tiempo de su encargo o por motivos del mismo.

TRANSITORIOS

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor a partir del día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y Justicia, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández. Saltillo, Coahuila, a 27de Noviembre de 2006. 
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa para adicionar la fracción XX del artículo 84 de la Constitución Política del Estado, propuesta por los C. C. Diputados José A. Jacinto Pacheco, Luis A. Mendoza Balderas  y la C. Diputada Silvia Garza Galván, del Grupo Parlamentario   “ Vicente Fox Quesada ” del Partido Acción Nacional; y, 

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión ordinaria celebrada por el Pleno del Congreso el día 22 de Noviembre del año en curso, se acordó turnar a la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales,  la propuesta a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, la Iniciativa para adicionar la fracción XX del artículo 84 de la Constitución Política del Estado, propuesta por los C. C. Diputados José A. Jacinto Pacheco, Luis A. Mendoza Balderas  y la C. Diputada Silvia Garza Galván, del Grupo Parlamentario   “ Vicente Fox Quesada ” del Partido Acción Nacional; y, 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- .- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracciones I, 103 fracción I, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.-  La Iniciativa de Decreto para adicionar la fracción XX del artículo 84 de la Constitución Política del Estado, propuesta por los C. C. Diputados José A. Jacinto Pacheco, Luis A. Mendoza Balderas  y la C. Diputada Silvia Garza Galván, del Grupo Parlamentario   “ Vicente Fox Quesada ” del Partido Acción Nacional, se basa en las consideraciones siguientes:

“ México está sufriendo transformaciones de gran envergadura. El proceso de liberalización económica responde a la necesidad de recuperar el crecimiento económico y, con esto, elevar los niveles de vida de los mexicanos. Sin embargo, el acuerdo político institucional se ha mantenido intacto.
.

Este acuerdo resolvió el problema del desequilibrio político en el México posrevolucionario, y resultó sumamente exitoso en su objetivo de promover el cambio con estabilidad política. Sin embargo, las transformaciones ocurridas en las últimas décadas desbordan las reglas del pacto histórico que las hizo posibles.

El camino hacia formas más complejas de organización tanto económica como social exigen de un desarrollo paralelo en las instituciones políticas; su ausencia pone en peligro el orden político.

Es por ello difícil conjugar procesos de cambios profundos con 
estabilidad política. Durante un largo periodo México ha constituido 
una excepción. Sin embargo, el acuerdo institucional que permitió por muchos años el cambio con estabilidad, ahora lo obstaculiza y no ofrece ninguna garantía para la convivencia pacífica entre los diferentes actores políticos.

Por ello resulta evidente la necesidad de transformar las estructuras, así como los mecanismos y procedimientos que caracterizan al sistema político. Es necesario reestablecer mecanismos que permitan equilibrios entre las diversas fuerzas sociales, eviten el abuso del poder, y que sean lo suficientemente flexibles para adaptarse a las cambiantes condiciones de la realidad. Para ello es preciso darle forma a un nuevo acuerdo institucional.

El marco institucional que diversas sociedades han desarrollado para evitar los abusos de cualquiera de los componentes del poder y para asegurar una interacción en equilibrio de todos los actores políticos.

Las sociedades contemporáneas que han incorporado mecanismos de pesos y contrapesos han logrado un equilibrio dinámico que ha permitido a sus sistemas políticos cambiar y adaptarse, sin interrumpir ni obstaculizar su propia dinámica de desarrollo. De ahí la importancia del concepto de pesos y contrapesos para el momento político que vive el país. Aunque este concepto tiene ya una larga tradición en México y la intencionalidad de su aplicación ha estado presente en nuestras constituciones, es necesario rescatarlo y replantearlo.

Mecanismos efectivos de pesos y contrapesos, con equilibrios tanto sociales como constitucionales, no sólo darán respuesta a los  problemas de representación y participación del sistema político, sino también a las nuevas relaciones y demandas que la reforma económica  está generando, provocando un círculo virtuoso que fortalecerá y asegurará su éxito.

Los elementos para que se establezca en México un sistema moderno de pesos y contrapesos, claro y transparente, eficaz como promotor de estabilidad política y de modernización económica, capaz de establecer procedimientos que fomenten una mayor democratización de la vida política, ya existen. La historia del país está llena de ejemplos de ellos, pero la coyuntura actual requiere del impulso gubernamental para iniciar el proceso y para hacerlos funcionar.

De esta manera será posible que México alcance un equilibrio homeostático de intereses que responda a las actuales demandas de participación y representación de la sociedad y que constituya la base sobre la cual se alcance el éxito en el proceso de modernización del país:

Los gobernadores mexicanos deben razonar que los tiempos han cambiado, que el pueblo ya no soporta la corrupción, el engaño y la mentira, los gobernadores tienen la obligación de justificar sus viajes al extranjero y respectivos gastos. Los Congresos de los Estados deberían autorizar los viajes de los gobernadores para que no se preste a malas interpretaciones, porque algunos gobernadores viajan al extranjero a pasear y con fines diversos a los oficiales, esto sin control legislativo, político ni financiero alguno. Algunos estado ( sic ) ya comienzan a crear las figuras legislativas necesarias para establecer estos contrapesos a los titulares del ejecutivo en las entidades. Demanda que es muy necesaria y justificada con los tiempos modernos, donde palabras como democracia, equilibrio de poderes, certeza, objetividad y transparencia dominan el léxico del debate político nacional; y generan compromisos entre los actores del mismo.

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en la Constitución Política del Estado de Coahuila y el artículo 183 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila, presentamos la siguiente:” 

TERCERO.-  Los autores de la Iniciativa que ahora se estudia y dictamina, proponen la adición de la fracción XX al Artículo 84 de la Constitución Política del Estado, en los términos siguientes:

Artículo 84. Son deberes del Gobernador:

I . . . .  XIX

XX.- Pedir autorización al Congreso del Estado o a la Diputación Permanente, para poder ausentarse del estado por más de treinta días.

Dar aviso al Congreso del Estado o a la Diputación Permanente, según la época del calendario legislativo en que ocurra, cuando el periodo de ausencia sea mayor de seis días y menor de treinta.

Pedir autorización al Congreso del Estado o a la Diputación, Permanente, cuando deba ausentarse del país por más de 8 días. 

Cualquiera que sea el motivo. ( sic ) Pero, si se trata de asuntos que tengan que ver con sus funciones, deberá rendir un informe de sus actividades al Congreso del Estado o a la Propia Diputación Permanente, dentro de los diez días hábiles posteriores al día de su regreso a la entidad.

La razón toral que informa la adición que se propone a la fracción XX del artículo 84 de la Constitución Política del Estado, descansa en la teoría de la separación de poderes, denominada también “ De los Pesos y Contrapesos.” 

El Barón de la Brede y Montesquieu,  Charles de Secondat, con su celebre “ Espíritu de las Leyes”, ejerció una profunda influencia en la teoría política y práctica constitucional  de los estados modernos, al establecer como una idea capital la separación o división en diversos órganos recíprocamente balanceados e independientes. No se trata ya del plano abstracto del “ poder del Estado”, sino del plano muy concreto del poder de los hombres, funcionarios y órganos dentro del Estado.

La teoría de la separación de Poderes, implica por una parte la separación de los órganos del Estado en tres grupos diversos e independientes unos de otros; Poder Legislativo, Poder Ejecutivo y Poder Judicial; sin embargo, existe entre ellos la relación necesaria para realizar una labor de colaboración y control recíproco. Por otra parte,  la teoría de la separación de Poderes impone la distribución de funciones diferentes entre cada uno de ellos.

Así las cosas, la adición que se propone a la fracción XX del artículo 84 de la Constitución Política del Estado, para que el Ejecutivo solicite del Congreso o de la Diputación Permanente autorización para salir fuera del Estado e  informe específicamente de las actividades realizadas con motivo de la función dentro de los diez días de su regreso, contrario a lo que se asienta en la exposición de motivos, no contribuye a una sana política y fortalecimiento de la división de poderes, sino por el contrario a su enervación.

Corolario de las consideraciones que anteceden, es la improcedencia de la adición que se propone hacer al artículo 84 de la Constitución Política del Estado, con una fracción XX, a fin de que el C. Gobernador del Estado solicite autorización del Congreso o avise a éste cuando deba ausentarse del Estado, e informe dentro de los diez días hábiles posteriores al día de su regreso a la entidad, de las actividades realizadas. 

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente emitir el siguiente

DICTAMEN

ÚNICO.- Por las razones expuestas, deberá desestimarse la adición que se propone hacer al artículo 84 de la Constitución Política del Estado, con una fracción XX, a fin de que el C. Gobernador del Estado solicite autorización del Congreso o avise a éste cuando deba ausentarse del Estado, e informe dentro de los diez días hábiles posteriores al día de su regreso a la entidad, de las actividades realizadas. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández. Saltillo, Coahuila, a 27 de noviembre de 2006. 

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES
	NOMBRE
	VOTO Y FIRMA

	DIP. FRANCISCO SARACHO NAVARRO

COORDINADOR


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. ROMÁN ALBERTO CEPEDA GONZÁLEZ


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. JUAN ALEJANDRO DE LUNA

GONZÁLEZ


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. DEMETRIO ANTONIO

ZUÑIGA SÁNCHEZ
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. GUADALUPE SERGIO RESÉNDIZ BOONE
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. JOSÉ IGNACIO MÁYNEZ VARELA
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. JESÚS MANUEL PÉREZ

VALENZUELA
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. VIRGILIO MALTOS LONG


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. LORENZO DÁVILA

HERNÁNDEZ


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



Dictamen de las Comisiones Unidas del Agua y de Salud de la Quincuagésima Séptima Legislatura, relativo a la Proposición con Punto de Acuerdo, sobre "La disminución de los niveles de agua en los pozos de la Laguna y la contaminación por altos niveles de arsénico en el agua potable de esta región", la cual fue presentada por el Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México. 

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso del Estado, el día 10 de octubre del año en curso, trato lo relativo a la Proposición con Punto de Acuerdo sobre "La disminución de los niveles de agua en los pozos de la Laguna y la contaminación por altos niveles de arsénico en el agua potable de esta región" planteada por el Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México. 

SEGUNDO. Que al haberse cumplido lo anterior, y de conformidad con lo dispuesto por los artículos, 199, 251 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado se dispuso que dicha Proposición con Punto de Acuerdo fuera turnada a esta Comisión para estudio y dictamen, y, 

CONSIDERAND

PRIMERO. Que esta Comisión del Agua y de Salud son competente para conocer sobre el asunto turnado por el Pleno del Congreso, conforme a lo dispuesto en los artículos 112, 113, 132, 142 y 144 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. 
SEGUNDO. Que no pasa desapercibido para las que esto dictaminan que el Arsénico es uno de los más tóxicos elementos que pueden ser encontrados. Debido a sus efectos tóxicos, los enlaces de Arsénico inorgánico ocurren en la tierra naturalmente en pequeñas cantidades. Los humanos pueden ser expuestos al Arsénico a través de la comida, agua y aire. 

TERCERO. Que las que esto dictaminan que el agua es indispensable para la vida del hombre, pero escasea en la medida que la población aumenta. Después del aire, el agua es el elemento más indispensable para la existencia del hombre. Por eso es preocupante que su obtención y conservación 

CUARTO.- Que las que esto dictamina considera que la exposición al Arsénico puede causar varios efectos sobre la salud, como es irritación del estómago e intestinos, disminución en la producción de glóbulos rojos y blancos, cambios en la piel, e irritación de los pulmones. Así mismo se indica que la toma de significantes cantidades de Arsénico puede intensificar las posibilidades de desarrollar cáncer, especialmente las posibilidades de desarrollo de cáncer de piel, pulmón, hígado, linfa, lo cual representa un grave problema de salud pública. 

Atenta a las consideraciones que anteceden, estas Comisiones Unidas del Agua y Salud emiten el siguiente 

DICTAMEN

PRIMERO.- Resulta procedente que este Honorable Congreso del Estado envíe un atento y respetuoso exhorto a la Secretaria de Salud en el Estado para que en la medida de su competencia, adopte las medidas necesarias para determinar los daños causados en la salud al consumir agua contaminada por sobrepasar los niveles permisibles de arsénico, así como dar solución de manera inmediata para los habitantes de la Comarca Lagunera. 

SEGUNDO.- Que este Honorable Congreso del Estado de Coahuila, haga un atento y respetuoso exhorto a la Comisión Nacional del Agua para que informe acerca de la calidad del agua en los pozos existentes en la ciudad de Torreón, de los cuales se extrae agua para consumo humano. 

TERCERO.- Que este Honorable Congreso del Estado de Coahuila, haga un atento y respetuoso exhorto a la Comisión Estatal de Aguas y Saneamiento para determinar si es factible establecer plantas potabilizadoras para control de arsénico. 

Dado en la Sala de Comisiones Federalismo Mexicano del Recinto Miguel Ramos Arizpe de la ciudad de Saltillo, Coahuila a 8 de noviembre del 2006

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión del Agua y de Salud. 

COMISIÓN DEL AGUA

Dip. Silvia Guadalupe Garza Galván

(Coordinadora)

José Refugio Sandoval Rodríguez
Dip. Jorge Antonio Abdala Serna

Dip. Alfil Vega de la Peña
Dip. Antonio Juan Marcos Villarreal

Dip. Juan Alejandro de Luna González
Dip. Jorge Alberto Guajardo Garza

COMISIÓN DE SALUD

Diputado. Francisco Javier Z’Cruz Sánchez

Coordinador

Dip. José Luis Alcalá de la Peña
Dip. Juan Carlos Ayup Guerrero

Dip. Jorge Arturo Rosales Saade
Dip. Alfredo Garza Castillo

Dictamen de la Comisión para el Desarrollo de la Juventud y el Deporte de la Quincuagésimo Séptima Legislatura, relativo a Proposición con Punto de Acuerdo relativo a la "Intervención de la Comisión para el Desarrollo de la Juventud y el Deporte con relación a una queja en contra del Presidente de la Asociación de Fútbol del Estado de Coahuila", propuesta presentada por los Diputados Alfredo Garza Castillo y Jorge Alberto Guajardo Garza, del Grupo Parlamentario " Ignacio Zaragoza" del Partido Unidad Democrática de Coahuila; y, 

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 4 de abril del año en curso, se dio lectura a la Proposición con Punto de Acuerdo relativo a la "Intervención de la Comisión para el Desarrollo de la Juventud y el Deporte con relación a una queja en contra del Presidente de la Asociación de Fútbol del Estado de Coahuila", propuesta presentada por los Diputados Alfredo Garza Castillo y Jorge Alberto Guajardo Garza, del Grupo Parlamentario " Ignacio Zaragoza " del Partido Unidad Democrática de Coahuila. 

SEGUNDO. Que al haberse cumplido lo anterior, se dispuso que dicha iniciativa fuera turnada a esta Comisión para estudio y dictamen, y,

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, tanto por el acuerdo de la Mesa Directiva del Pleno, como por lo dispuesto en los artículos 99, 102 fracción I y 103 fracción I de la Ley Orgánica del Congreso del Estado. 

SEGUNDO. Que la Proposición con Punto de Acuerdo en comento, se basa en las consideraciones siguientes: 

"Tomando en cuenta estas características que reviste la práctica del deporte, creemos que la función de quienes tienen una relación con esta actividad, ya sea como autoridades o integrantes de instancias sociales, deben observar normas de conducta que no estorben la aportación valiosa que la práctica del deporte proporciona en las dos vías que señalamos antes. En este sentido nos preocupan cosas que están sucediendo en este ámbito en Ciudad Acuña. 

Con fecha 23 de marzo del año actual, varios padres de familia presentaron un escrito en el que comunican su inconformidad por el incumplimiento en sus funciones deportivas en que incurrió el C. Horacio Salas Loera, quien funge desde hace muchos, muchos años como Presidente de la Asociación de Fútbol del Estado de Coahuila, al menos así se sustenta, en incumplimiento que se puede tipificar como irresponsabilidad ya que no inscribió oportunamente a varios jóvenes miembros de su asociación impidiendo que participaran en un evento nacional que se celebró en el Estado de Sonora, en Agua Prieta, Sonora, para ser más exactos. Anomalías de esta naturaleza no es la primera vez que esta persona realiza, jóvenes de 14, 15 años que se ganaron a pulso el poder participar en este evento nacional, representando al estado de Coahuila. 

Queremos informar que las familias de los jóvenes participantes realizaron diversas actividades en ciudad para recaudar fondos, pero se enteraron por conducto de un escrito signado por Jorge de Guerrero Osio Botti, quien en su carácter de Subgerente de Operación Deportiva de la Federación Mexicana de Futbol Asociación A. C. de Federación Mexicana de Futbol, le comunicaba por escrito a Horacio Salas Loera, que los jóvenes de Acuña no podrían participar debido a que no se inscribieron oportunamente, esta persona debió haberlo hecho con 90 días de anterioridad a este evento. " 

TERCERO.- Que en efecto como lo señala la parte promoverte de la Proposición, es función legal de la Comisión Estatal del Deporte evaluar la práctica del deporte y la cultura física en el Estado y presentar recomendaciones en su caso, siendo por tanto en el ámbito de su competencia, un órgano de carácter consultivo y de apoyo para las autoridades, los deportistas y sus organizaciones, regulado en la propia Ley del Deporte para el Estado de Coahuila. 

CUARTO.- Que la parte promovente de la Proposición solicita: 

UNICO. La Comisión para el Desarrollo de la Juventud y el Deporte establezca relación con los miembros del Consejo Estatal del Deporte para informarles de lo que ocurre y les solicite que asuman su función. Que de ser procedente lo que aquí señalamos y con apego a la ley de la materia, se impongan las sanciones procedentes por el caso que presentamos. También que se involucre en su caso a las demás autoridades del Deporte en el Estado para que tengan conocimiento de éstos hechos. 

QUINTO.- Que es oportuno señalar que esta dictaminadora considera que en apego al marco legal que rige al deporte en el Estado, el Consejo Estatal del Deporte en mención tiene otras funciones, entre las que no se encuentran las de sanción, toda vez que conforme lo establece la propia Ley en su articulo 5 fracción I, es el Titular del Ejecutivo a través de la instancia oficial del deporte que es el Instituto Estatal del Deporte de Coahuila creado el 22 de junio de 1994, la autoridad encargada de conocer de las sanciones e infracciones administrativas contenidas en el Capítulo X de la Ley del Deporte, no es el Consejo Estatal del Deporte, instancia de orden consultivo, cuyas funciones son de planeación y desarrollo estratégico del deporte y la actividad física. 

SEXTO.- Que lo anterior no fue óbice para que esta Dictaminadora procediera a establecer contacto con las autoridades del Deporte en el Estado, haciendo de su conocimiento la queja referida en la Proposición con Punto de Acuerdo. El Instituto Estatal del Deporte de Coahuila informó a esta Comisión que es oportuno sea turnado a esa instancia, el escrito de queja en mención, a efecto de que sea estudiado, y en su caso, se abra el proceso de investigación por parte de las autoridades del deporte y de su propia asociación, independientemente de otros procesos o responsabilidades derivadas del mismo acto. 

Consecuentes con los principios jurídicos de coherencia y concordancia, y atentos a las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, que juicio de la Dictaminadora son suficientes y oportunas, es de mérito emitir el siguiente 

Dictamen

ÚNICO.-. Se remita al Instituto Estatal del Deporte, la protesta de los padres de familia respecto a la presunta responsabilidad del C. HORACIO SALAS LOERA, al no inscribir oportunamente a jóvenes miembros de su asociación de fútbol, impidiendo que participaran en un evento deportivo, contenida en la propia Proposición con Punto de Acuerdo, materia de este dictamen; solicitando en forma respetuosa al Instituto Estatal del Deporte que realice las investigaciones necesarias a efecto de que, en apego a la normatividad respectiva, se deslinden responsabilidades y sean sancionados quienes lo ameriten. 

ATENTAMENTE

SALTILLO, COAHUILA A 21 DE NOVIEMBRE DE 2006

COMISIÓN PARA EL DESARROLLO DE LA JUVENTUD y EL DEPORTE

	NOMBRE
	VOTO Y FIRMA

	Dip. Juan Carlos Ayup Guerrero

COORDINADOR

	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	Dip. Jesús María Montemayor Garza

	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	Dip. Alfio Vega de la Peña

	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	Dip. José Ignacio Máynez Varela

	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	Dip. José Refugio Sandoval Rodríguez
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FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA







































